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LO QUE SOLO TIENE PERMITIDO LA AUTORIDAD

La Constitución mexicana de 1917 consagra en el primer párrafo del artículo 16 el principio de legalidad, que, según
ha interpretado la Suprema Corte de Justicia, constituye una de las bases fundamentales del Estado de derecho.

La interpretación del Alto Tribunal ha reconocido este amplio significado del primer párrafo del artículo 16
constitucional. Así, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido, en tesis de jurisprudencia, que “LAS
AUTORIDADES SÓLO PUEDEN HACER AQUELLO PARA LO QUE EXPRESAMENTE LES FACULTAN LAS LEYES, EN EL
ENTENDIDO DE QUE ÉSTAS, A SU VEZ, CONSTITUYEN LA MANIFESTACIÓN DE LA VOLUNTAD GENERAL”, y asimismo
que dentro “del sistema constitucional que nos rige, ninguna autoridad puede dictar disposición alguna que no
encuentre apoyo en un precepto de la ley”, que “el requisito de fundamentación y motivación exigido por el
artículo 16 constitucional […] implica una obligación para las autoridades, de cualquier categoría que éstas sean, de
actuar siempre con apego a las leyes y a la propia Constitución”, que “dentro de nuestro régimen constitucional, las
autoridades no tienen más facultades que las que expresamente les atribuye la ley”, y que “los actos de
autoridades administrativas que no estén autorizados por ley alguna, importan violación de garantías”.

Por ello, el principio de legalidad previsto en el primer párrafo del artículo 16 debe ser entendido dentro de estas
ideas, pues son las que han inspirado el surgimiento del Estado de Derecho. La ley a la que se refiere el principio de
legalidad contenido en el artículo 16 es la disposición general, abstracta e impersonal aprobada por el órgano
legislativo, electo por el sufragio libre del pueblo.

Este principio obliga a que la administración pública se someta a la norma dictada por el Congreso, ajustando sus
actuaciones en todo momento a una ley preexistente. La ley constituye el límite de la administración. En virtud de
este principio no se aceptan ya poderes personales; todo el poder es de la ley, toda la autoridad que puede
ejercitarse es la propia de la ley; sólo “en nombre de la ley” se puede exigir la obediencia.

Las autoridades administrativas no pueden basarse, a falta de leyes expresas, en el ejercicio de las facultades
discrecionales de la administración pública, pues en tal caso el proceder o las determinaciones de dichas autoridades
administrativas se extralimitarían al grado de que los particulares quedarían sujetos a su capricho; al contrario, las
autoridades administrativas deben ceñir sus determinaciones a los términos claros y precisos de la ley, porque de lo
contrario esas determinaciones conculcarían violación de garantías individuales. Además, cabe destacar: la legalidad
no implica la convivencia dentro de cualquier ley, sino de una ley que se produzca dentro de la Constitución y con
garantías plenas de los derechos fundamentales, es decir, no se vale cualquier contenido de la ley sino sólo aquel
contenido que sea conforme con la Constitución y los derechos humanos. Es decir, el principio de legalidad no debe
ser entendido como el referido a un tipo de norma específica, sino al ordenamiento entero, a lo que Hauriou llamaba
“el bloque de legalidad” (Constitución, leyes, reglamentos, principios generales); o también llamado por Merkl
“principio de juridicidad” de la administración; y más recientemente también se le ha denominado “principio de
constitucionalidad”. La aplicación del principio de legalidad es tan universal, que incluso ha sido incorporado dentro
de los principios jurídicos de la Comunidad Europea.
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